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LIMITAR LA EDAD PARA PRACTICAR LA EUTANASIA VULNERADO EL 

DERECHO A MORIR DIGNAMENTE  

Maria Paula Jiménez Bolívar.  

RESUMEN  

En el año 2017 la Corte Constitucional hace extensivo la aplicación del procedimiento 

eutanásico a los niños, niñas y adolescentes, bajo el desarrollo del derecho a morir dignamente 

y en atención al principio de interés superior del menor. El Gobierno Nacional de acuerdo con 

los desarrollos jurisprudenciales indicados, reguló el derecho a morir dignamente de los niños, 

niñas y adolescentes mediante la Resolución 825 de 2018, indicando que solo podrán tener 

acceso a ello, los niños mayores de 12 años. En ese contexto se desenvuelve el presente artículo 

de investigación, cuyo objetivo general es analizar si la regulación colombiana del proceso 

eutanásico en niños, niñas y adolescentes respeta el derecho a morir dignamente, o si por el 

contrario al limitar el acceso a este a solo a los niños mayores de 12 años se esta vulnerando 

dicho derecho a la poblacion de niños menores de doce años. Para el efecto se realiza un análisis 

de la regulación de Bélgica y Holanda, llegando a la conclusión de que no existen razones 

objetivas para que el legislador colombiano limite el acceso a la eutanasia a los niños menores 

de doce años.  

Palabras clave. Niños, niñas y adolescentes, eutanasia, derecho a morir dignamente, interés 

superior del menor, homicidio por piedad.  

ABSTRACT.  

In 2017, the Constitutional Court extended the application of the euthanic procedure to 

children and adolescents, under the development of the right to die with dignity and in 

accordance with the principle of the best interests of the minor. The National Government, in 

accordance with the indicated jurisprudential developments, regulated the right to die with 



dignity for children and adolescents through Resolution 825 of 2018, indicating that only 

children over 12 years of age may have access to it. In this context, the present research article 

is developed, whose general objective is to analyze if the Colombian regulation of the 

euthanasia process in children and adolescents respects the right to die with dignity, or if, on 

the contrary, by limiting access to it only to children over 12 years of age are violating this 

right to the population of children under twelve. For this purpose, an analysis of the regulation 

of Belgium and the Netherlands is carried out, concluding that there are no objective reasons 

for the Colombian legislator to limit euthanasia access to children under the age of twelve.  

Key words. Boys, girls and adolescents, euthanasia, right to die with dignity, bet interests of 

the minor, homicide for mercy.  

Introducción 

En la actualidad existe una discusión latente en relación con la limitación de la 

capacidad de los menores para poder acceder a la eutanasia, cuando padecen de una enfermedad 

terminal. En este debate subsisten dos derechos de suma importancia que entran en pugna, esto 

es el derecho a morir dignamente y el deber de protección a la vida de los niños, niñas y 

adolescentes.  

Colombia después de la promulgación de la Constitución Política de 1991, cambio el 

paradigma de protección de los niños, niñas y adolescentes, adoptando en todas las acciones 

del Estado el principio del interés superior del menor. Aún con ello, el Estado ha dejado en 

claro que los niños y niñas, así como los adolescentes pueden tomar decisiones conscientes 

sobre su cuerpo, su bienestar y en especial sobre el rumbo de su vida. Dicha capacidad cobra 

importancia cuando uno de estos menores padece de alguna enfermedad terminal.  

Si bien es cierto, el Estado tiene la obligación de proteger la vida del menor, en estos 

casos el cumplimiento de este deber cuenta con un limitante de suma importancia, esto es, el 



derecho de autodeterminación que tiene el menor en relación con su salud. Este reconocimiento 

paulatino del menor como sujeto de derechos y no como objeto de derechos, ha conllevado a 

que el Estado asuma una posición más benevolente con aquellos menores que padecen de una 

enfermedad terminal, brindándoles la posibilidad de acceder a una muerte digna mediante 

eutanasia. En el año 2018, el Ministerio de Salud y Protección Social, adoptó la Resolución 

No. 825 del 9 de marzo de 2018 “Por medio de la cual se reglamenta el procedimiento para 

hacer efectivo el derecho a morir con dignidad de los niños, niñas y adolescentes”, señalando 

que todo menor mayor de doce (12) años podrá autorizar el procedimiento eutanásico cuando 

padece de una enfermedad terminal (Resolución 825, 2019, art.3).  

Aún cuando se considera que este es un gran avance en la garantía integral de los 

derechos de los niños, niñas y adolescentes, no se comparte la limitación temporal que existe, 

pues aunque el menor de doce (12) años tiene un desarrollo mental distinto y primario en 

relación con quienes son mayores a esta edad, ello no significa que no puedan tomar decisiones 

conscientes. De esta manera esta limitación temporal, desconoce su derecho a morir 

dignamente, pues dependen directamente de la autorización de sus tutores o padres. De acuerdo 

con ello, el problema de investigación que se busca abordar es el siguiente ¿Por qué no se 

debe limitar la edad para realizar la eutanasia en Colombia en menores con enfermedades 

terminales? 

De acuerdo con ello, el objetivo general que se busca con esta investigación es verificar 

la necesidad de no limitar la edad para realizar la eutanasia en Colombia en menores con 

enfermedades terminales. Así mismo para desarrollar este objetivo general se proponen los 

siguientes objetivos específicos: i) explicar la eutanasia mediante su desarrollo jurisprudencial 

y normatividad, ii) realizar una comparación de la eutanasia entre Bélgica, Holanda y 

Colombia, iii) establecer la importancia de la no limitación de la edad para hacer efectiva la 

práctica de la eutanasia en Colombia en pacientes con enfermedades terminales.  



Metodología.  

Para lograr dichos objetivos se acude a una investigación de carácter cualitativo que de 

acuerdo con Hernández, Fernández, y Baptista (2010) implica describir por qué ocurre un 

fenómeno, sus características, sus ventajas y desventajas e implicaciones. La técnica de 

revisión documental de artículos, documentos, jurisprudencia y bibliografía especializada, 

relacionada con el tema propuesto, consultados en bases de datos, bibliotecas y recursos 

digitales.  

Resultados.  

1. La eutanasia: naturaleza y definición.  

El término eutanasia deviene de los vocablos eu y thanatos que conjugan la palabra 

“buena muerte”. En ese sentido la Organización Mundial de la Salud (1990) indica que por 

eutanasia se debe entender el procedimiento que realiza un médico que provoca la muerte de 

la persona, con la finalidad de evitar la prolongación del sufrimiento de esta. De acuerdo con 

Giraldo (2019) para que se pueda practicar la eutanasia se deben dar dos supuestos. El primero 

que el paciente tenga una enfermedad terminal y la segunda que exista el consentimiento de 

éste o de quienes se encuentran a su cargo, que tenga capacidad para decidir su suerte, a saber:  

“(...) en este procedimiento deben concurrir los siguientes elementos: i) el sujeto que padece 

una enfermedad terminal; ii) el sujeto activo que realiza la acción u omisión tendiente a acabar 

con los dolores del paciente quien, en todos los casos, debe ser un médico; iii) debe producirse 

por petición expresa, reiterada e informada de los pacientes. Así, la doctrina ha sido clara en 

señalar que cuando no existen los anteriores elementos, se estará en presencia de un fenómeno 

distinto que no compete en sí mismo a la ciencia médica” (Giraldo, 2019, p. 9).  

Este procedimiento puede realizarse de diversas maneras, a saber:  



• Eutanasia activa o positiva: Este tipo de eutanasia implica una acción por parte del 

personal médico, que induzca voluntariamente la muerte. De acuerdo con Rodríguez 

(2011) en este tipo de eutanasia “el médico accede al pedido explicito de un paciente 

competente, de realizar un acto que causa la muerte del mismo, la cual se produce 

usualmente inmediatamente, después de terminarlo. La acción del médico es tanto 

necesaria como suficiente” (p.32).  

• Eutanasia pasiva o negativo: A diferencia que la eutanasia activa, en este caso existe 

una omisión del personal médico en la provisión de tratamientos médicos, terapias, 

atención hospitalaria, entre otros, con el fin de no prolongar más la vida del paciente. 

En palabras de Hurtado (2015) la eutanasia pasiva implica  

“sé induce la muerte, si no que se dejan de aplicar los tratamientos, medicamentos u 

operaciones que prolonguen la vida del paciente, como un respirador artificial o una 

sonda con alimentación parentera; se podría resumir como la táctica de dejar morir al 

paciente” (p.49).  

La práctica contraria a la eutanasia es la distanasia que de acuerdo con Giraldo (2019) 

implica “la prolongación de la vida por cualquier medio, incluso, causando efectos perversos 

en la salud, dignidad y vida del paciente” (p. 16). Uno de los primeros precursores de la 

eutanasia como se conoce hoy día fue Francis Bacon quien en el año 1663 en su Hiftoria vitae 

& mortis, indica que  

“(...) la función del médico es devolver la salud y mitigar los sufrimientos y dolores, no solo en 

cuanto esa mitigación puede conducir a la curación, sino también en cuanto que pueda procurar 

una eutanasia: una muerte tranquila y fácil. En nuestro tiempo los médicos abandonan a los 

enfermos cuando han llegado al final. Por el contrario, deben tener una nueva ciencia, y de 

acuerdo con ella esta búsqueda la entendemos como la eutanasia externa, que se distingue de la 

otra eutanasia que tiene por objeto la preparación del alma (Bacon, 1663, p. 25). 



En esa misma línea de pensamiento Humprhy & Wickett (1989) indican que los 

médicos además de disponer remedios para evitar la muerte de las personas, en los casos donde 

la muerte es inminente deben contar con los medios para disminuir el sufrimiento del paciente, 

incluso si ello implica un acto de abstención que generé la muerte. La base en la que se 

construye la eutanasia es el derecho que tiene toda persona de disponer de su vida, más aún 

cuando se padece una enfermedad terminal. Al respecto Amenos (2007) indica lo siguiente:  

“Esta liberalización, debe en primer lugar aplicarse a la eutanasia pura, que reemplaza 

simplemente la causa de una muerte por otra, luego la eutanasia de los enfermos incurables que 

piden con insistencia ser librados de sus sufrimientos, y finalmente a la eutanasia de los 

deficientes mentales. La decisión de proceder a la destrucción, tomada por un Comité de 

Liberalización, se funda en un deber legal de compasión” (s.p).   

Bajo estos nuevos conceptos, la eutanasia se convirtió en uno de los temas de 

importancia en la comunidad académica. Esto ha generado un amplio debate en relación con 

las consideraciones bioéticas que implica la práctica de la eutanasia, y el choque del derecho a 

morir dignamente y el derecho a la vida. Por ello, la regulación de estos casos a nivel mundial 

era necesario. 

La eutanasia en Colombia.  

El desarrollo de este derecho a morir dignamente tiene asiento en varios preceptos 

normativos. Partiendo del artículo 12 de la Constitución Política de 1991, que indica que nadie 

puede ser sometido a tratos crueles o torturas, se puede inferir que el paciente que está en la 

etapa terminal de su enfermedad puede considerar que la prolongación de su sufrimiento se 

asemeje una tortura. En ese mismo sentido, el último inciso del artículo 13 de la Constitución 

Política indica como un deber del Estado proteger a aquellas personas que por su condición 

económica, física o mental se encuentran en situación de debilidad manifiesta. Dentro de este 



grupo, se encuentra esta población que busca en la eutanasia una forma de protección y garantía 

de sus derechos, en especial a morir dignamente.  

De otro lado el artículo 16 de la Constitución, indica que todas las personas tienen el 

derecho a la autodeterminación o al libre desarrollo de su personalidad, sin otra limitación que 

la que impone el orden jurídico y los derechos de las demás personas. Una de las principales 

limitaciones que encuentra la eutanasia se encuentra en el ordenamiento penal. Al respecto, la 

Ley 599 de 2000 en su artículo 106 del homicidio por piedad establece que “el que matare a 

otro por piedad, para poner fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o 

enfermedad grave e incurable, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) 

meses” (Ley 599 de 2000, art. 106).  

Dentro de esta conducta penal, se derivaba una limitación a la actuación del médico, 

pues en la ponderación realizada por el legislador, prima el derecho a la vida y su protección. 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha reconocido que existen casos excepcionales 

donde debe modularse este derecho a la vida, para poder acceder a una muerte digna. Al 

respecto la sentencia C – 239 de 1997, llegó a la conclusión que el Estado Social de Derecho y 

la protección a los derechos se basa principalmente en el principio de dignidad humana, incluso 

si ello implica disponer de la propia vida. Al respecto la Corte indica lo siguiente:  

“La Constitución no solo protege la vida como un derecho sino que además la incorpora como 

un valor del ordenamiento, que implica competencias de intervención, e incluso deberes, para 

el estado y para los particulares. La Carta no es neutra frente al valor vida sino que es un 

ordenamiento claramente en favor de él, opción política que tiene implicaciones, ya que 

comporta efectivamente un deber del Estado de proteger la vida. Sin embargo, tal y como la 

Corte ya lo mostró en anteriores decisiones, el Estado no puede pretender cumplir esa 

obligación desconociendo la autonomía y la dignidad de las propias personas. (...) Solo el titular 

del derecho a la vida puede decidir hasta cuando es ella deseable y compatible con a la dignidad 



humana. Y si los derechos no son absolutos, tampoco lo es el deber de garantizarlos, que puede 

encontrar límites en la decisión de los individuos, respecto a aquellos asuntos que solo a ellos 

les atañen” (Corte Constitucional, C – 239 de 1997).  

De acuerdo con ello, la Corte considera que el deber primigenio que tiene el Estado es 

la protección de la vida siempre que ello se cimiente en un respeto a la dignidad humana. En 

ese sentido, cuando entran en pugna estos dos derechos, se hace necesario conocer el 

consentimiento de quien padece la enfermedad terminal, para saber que derecho debe primar, 

el cual en todo caso, será el de la dignidad humana, cuando es clara su convicción de acudir a 

procedimientos como la eutanasia. Al respecto la Corte indicó lo siguiente:  

“El deber del Estado de proteger la vida debe ser entonces compatible con el respecto a la 

dignidad humana y al libre desarrollo de la responsabilidad. Por ello la Corte considera que 

frente a los enfermos terminales que experimentan intensos sufrimientos, este deber estatal 

cede frente al consentimiento informado del paciente que desea morir en forma digna. En 

efecto, en este caso, el deber estatal se debilita considerablemente por cuanto, en virtud de 

los informes médicos, puede sostenerse que, más allá de toda duda razonable, la muerte es 

inevitable en un tiempo relativamente corto. (...) El derecho fundamental a vivir en forma 

digna implica entonces el derecho a morir dignamente, pues condenar a una persona a 

prolongar por un tiempo escaso a su existencia, cuando no lo desea y padece profundas 

aflicciones, equivale no solo a un trato cruel e inhumano, prohibido por la Carta, sino a una 

anulación de su dignidad y de su autonomía como sujeto moral. La persona quedaría 

reducida a un instrumento para la preservación de la vida como un valor abstracto” (Corte 

Constitucional, C – 239 de 1997).  

La Corte Constitucional retoma el tema de la eutanasia en el año 2014 en la sentencia 

T – 970 de 2014, en donde además de reiterar lo indicado en la sentencia C – 239 de 1997, 

señaló que la base para permitir la eutanasia en Colombia es el derecho que tiene toda persona 

de morir con dignidad, pues “(...) la eutanasia y otras prácticas médicas, bajo determinadas 



condiciones, no son delito, sino que también, reconoció que el derecho a morir dignamente 

tiene la categoría de fundamental. Al ser así, los efectos de esa decisión serian especiales”. 

(Corte Constitucional, T – 970 de 2014). De acuerdo con ello, el alto tribunal consideró que no 

se esta ante el delito de homicidio por piedad cuando concurran los siguientes elementos: “i) 

medie el consentimiento libre e informado del paciente; ii) lo practique un médico; iii) el sujeto 

pasivo padezca una enfermedad terminal que le cause sufrimiento” (Corte Constitucional, T – 

970 de 2014).  

Aún cuando la Corte considera que existen casos en los que la eutanasia es permitida, 

exhorta al legislador y al Ministerio de Salud y de la Protección Social para que regule la 

eutanasia, así como la fijación de los criterios y casos en los que se puede autorizar al personal 

médico a practicar ésta. El Ministerio de Salud y de la Protección Social en cumplimiento de 

ello, en el año 2015 adoptó la Resolución No. 1216 de 2015 “Por medio de la cual se da 

cumplimiento a la orden cuarta de la sentencia T – 970 de 2014 de la Honorable Corte 

Constitucional en relación con las directrices para la organización y funcionamiento de los 

Comités para hacer efectivo el derecho a morir con dignidad”, en la que señaló los parámetros 

y funciones que deben tener los Comités Interdisciplinarios que deben estudiar las solicitudes 

de eutanasia.  

De acuerdo con el artículo 5º de la mencionada Resolución, la función principal que 

deben cumplir estos Comités en las instituciones prestadoras de salud que cumplan funciones 

de hospitalización, es analizar las solicitudes de práctica de eutanasia en pacientes con 

enfermedades terminales. Ahora bien para garantizar que dicha decisión sea tomada en 

elemento objetivos, el Ministerio consideró necesario que estos Comités fueran 

interdisciplinarios. Por ello estos se componen de personal médico, psiquiátrico y abogados, 

cuya misión es analizar la objetividad de la solicitud de eutanasia, verificando la constancia o 

reiteración con la que esta se ha solicitado, la expectativa real de muerte del paciente, los 



cuidados paliativos suministrados entre otros elementos, que les permitirá adoptar una decisión 

objetiva e imparcial (Resolución No. 1216 de 2015, art. 5).  

Así mismo esta Resolución en su artículo 15 indica que el consentimiento del paciente 

debe ser expreso, libre e inequívoco para que pueda efectuarse el procedimiento, y en aquellos 

casos en los que el paciente no cuente con la capacidad para expresar su consentimiento, dicha 

responsabilidad recaerá en sus parientes más allegados y que en razón a su parentesco o 

afinidad puedan conocer la verdadera voluntad del paciente. Ahora bien la razón de ser, de la 

existencia de este tipo de procedimientos es el derecho que ha decantado la jurisprudencia de 

la Corte Constitucional, a morir con dignidad como se analizará a continuación.  

2. El derecho fundamental a la muerte digna.  

Una de las transformaciones más importantes que trajo consigo la Constitución Política 

de 1991, fue el reconocimiento de algunos derechos como fundamentales, de aplicación y 

protección inmediata. La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha dejado en claro que 

cuando se habla de derechos fundamentales no se refiere solamente a aquellos que son 

catalogados como tal en los primeros artículos del texto constitucional, sino que por el 

contrario, el carácter de fundamental de un derecho, lo da su conexidad con las condiciones 

mínimas que son inherentes al ser humano. Al respecto ha indicado el alto tribunal lo siguiente:  

“En ocasiones, la existencia de un derecho fundamental no depende tanto de un reconocimiento 

expreso por parte de los creadores de la norma constitucional, como de una interpretación 

sistemática y teleológica a partir de las cuales se mire el ordenamiento en su conjunto, o la 

norma de acuerdo con su consagración implícita.  

De aquí la importancia del artículo 94 de la Constitución según el cual, la enumeración de la 

carta de derechos no debe entenderse como la negación de otros que, siendo inherentes al 

hombre no figuren expresamente en la Constitución o en los convenios internacionales vigentes. 



(...) En otros términos: los criterios que determinan el carácter fundamental de un derecho, 

sobrepasan la consagración expresa y dependen de la existencia de un consenso, histórico y de 

una voluntad colectiva en torno a la naturaleza especifica de un derecho, con todas sus 

implicaciones relativas al contenido esencial, a la conexión con los principios y la eficacia 

directa” (Corte Constitucional, T – 406 de 1992).  

A partir de este planteamiento existen otros derechos que se han convertido en 

fundamentales. Tal es el caso del derecho a morir dignamente. La premisa que da sustento a 

ello es el derecho que tiene toda persona a la autodeterminación y a la toma de decisiones en 

libertad relacionadas con su vida, en especial cuando se encuentra imposibilitada para 

desarrollar su proyecto de vida en condiciones dignas y justas, a causa de enfermedades 

terminales o lesiones de gravedad, que reduzcan su posibilidad de existencia. Al respecto 

Ortega (2015) indica lo siguiente:  

“(...) en la mayoría de los casos de personas que padecen de intensos sufrimientos provenientes 

de lesión corporal o enfermedad grave e incurable, aquellas condiciones necesarias para 

desarrollar una vida digna se anulan, en la medida en que el paciente, a causa de su patología o 

disminución física, se ve confinado al reducido espacio de un cuarto de hospital – cuando los 

recursos económicos le permitan subsidiarlo – o a las cuatro paredes de una habitación que su 

familia o sus amigos tengan a bien proporcionarle” (p. 74).  

Esas condiciones, a las que suman otras como el dolor físico, los estragos psicológicos 

que causa una enfermedad terminal tanto al paciente como a su entorno familiar, las 

imposibilidades económicas de procurarse cuidados médicos paliativos, entre otros, hacen 

cuestionar la dignidad con la que vive la persona y sus familiares. Ahora como se indicó, el 

derecho a la vida y su protección se erigen en una de las mayores responsabilidades del Estado. 

Sin embargo, esta protección es modulada por el derecho que tienen todas las personas no solo 

a vivir, sino a hacerlo en forma digna. En relación con ello Puerto (2004) indica que la dignidad 



es un elemento inherente a la vida, y es de tal importancia que en algunos casos puede conllevar 

a revaluar el derecho a morir, antes que mantener la vida en condiciones de sufrimiento o de 

dolor.  

Estos es lo que autores como Ortega (2015) consideran como la defensa de la vida más 

allá de la mera existencia. La dignidad humana es el punto de partida de una vida plena. Es la 

dignidad la que no permite la instrumentalización de los seres humanos, pues a través de este 

principio cada persona se considera un fin en sí mismo. Al respecto la Corte Constitucional 

indicó que:  

“La naturaleza de la persona humana comporta necesariamente la consecuencia jurídica del 

reconocimiento a su dignidad, que señala al hombre como un fin en sí mismo y no tan sólo 

como un medio para alcanzar finalidades ajenas a él, lo que excluye en el Ordenamiento 

colombiano, entre otros conceptos, las razones de Estado, la esclavitud, la servidumbre y la 

trata de seres humanos, y que a la vez sustenta, como algo que le es inherente, el respeto a sus 

derechos fundamentales, el más importante de los cuales es justamente el de la vida. (...) La 

vida, bajo esa perspectiva, incorpora todo un conjunto de elementos que hacen de ella un valor 

superior que no se agota en los aspectos físicos o fisiológicos sino que incluye los espirituales, 

los psicológicos, los morales, entre varios más, y sobre todo la dignidad que exige la persona 

por el hecho de serlo” (Corte Constitucional, T – 121 del 10 de febrero de 2000).  

La capacidad de autodeterminación que tiene el ser humano es lo que lo diferencia de 

otras especies (Boladeras, 2007). Esta autodeterminación y la capacidad de tomar decisiones, 

se extiende incluso a la disposición de la propia vida. Así las cosas, el ser humano en atención 

a su dignidad puede considerar la posibilidad de acabar con su vida, cuando esta se le ha tornado 

imposible. Ortega (2015) lo describe de la siguiente manera:  



“(...) se puede sostener que la expresión muerte digna implica la terminación de las funciones 

vitales de un ser humano, cuando su vida se ha convertido en un mal para él, cuando ha perdido 

sus condiciones de dignidad y no hay esperanzas de que lo vuelva a ser” (p.76).  

En el marco del Estado Social de Derecho que propugna la Constitución Política de 

1991, el derecho a la muerte digna encuentra asiento en el respeto que debe existir a la decisión 

consciente que ha tomado una persona de acelerar su muerte cuando considera que su 

existencia se ha hecho indigna, al padecer de una enfermedad o lesión que indefectiblemente 

conllevará a su muerte. Al respecto basta hacer una interpretación de los artículos 12 y 13 

superiores, para concluir que la protección del derecho a la vida implica también la protección 

a una vida digna, que implica la posibilidad real de que el individuo pueda desarrollarse física, 

social, cultural, intelectualmente. En ese mismo sentido lo ha precisado la Corte Constitucional 

desde el año 1992. A manera de ejemplo la sentencia T – 571 de 1992, indicó que:  

“La Carta Política de 1991 consagró una nueva orientación filosófica que ubica al hombre en 

un lugar privilegiado y se convierte en el instrumento más eficaz al servicio de la dignificación 

del ser humano. En ese contexto, la integridad del ser humano constituye su razón de ser, 

principio y fin del Estado. La integridad física, psíquica y espiritual, la salud, el mínimo de 

condiciones materiales necesarias para la existencia digna son elementos constitutivos de una 

vida integra y presupuesto necesario para la autorrealización individual y social” (Corte 

Constitucional, T – 571 de 1992).  

De acuerdo con lo anterior, cuando se habla de vida digna se esta refiriendo a que el 

derecho a la vida no se circunscribe a la mera existencia física y sensorial, sino que por el 

contrario implica que la persona pueda tener la posibilidad de diseñar su plan de vida, de tomar 

decisiones para procurarse una mejor calidad de vida, y la posibilidad de gozar de todos sus 

derechos con plenitud, incluso si ello implica deshacerse de este tipo de opciones, acudiendo a 

un procedimiento eutanásico.  



Así las cosas, el Estado esta en la obligación de respetar este tipo de decisiones, en 

atención al principio de la dignidad, pues como bien lo advierte la Corte no hacerlo implica 

“arrebatarle brutalmente su condición ética, reducirla a la condición de objeto, cosificarla, 

convertirla en medio para los fines que por fuera de ella se eligen” (Corte Constitucional, C – 

221 de 1994).  

Hasta tanto dichas decisiones no causen un daño a otro, el Estado debe hacer primar la 

libre autodeterminación, pues esa posibilidad es la que concreta otros derechos y libertades que 

hacen parte de la dignidad humana. Sobre el particular la Corte Constitucional indico que  

“cuando el Estado resuelve reconocer la autonomía de la persona, lo que ha decidido, 

ni más ni menos, es constatar el ámbito que le corresponde como sujeto ético: dejarla 

que decida sobre lo más radicalmente humano, sobre lo bueno y lo malo, sobre el 

sentido de su existencia” (Corte Constitucional, C – 221 de 1994).  

La única limitante válida de este derecho de autodeterminación es la causación de un 

daño a otra persona. En ese sentido en el caso de la práctica de la eutanasia, la decisión que 

toma el paciente con enfermedad terminal per se no causa un daño a terceras personas, pues su 

finalidad es ponerle fin a su sufrimiento y al dolor que provoca ello en sus familiares y 

allegados. En el caso colombiano, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que en efecto 

este derecho además de ser fundamental es autónomo del derecho a la autonomía y del derecho 

a la vida, aun cuando se relaciona con estos:  

“El derecho a morir dignamente, es un derecho fundamental. Esta garantía se compone de dos 

aspectos básicas: por un lado, la dignidad humana y por otro, la autonomía individual. En efecto, 

la dignidad humana es presupuesto esencial del ser humano que le permite razonar sobre lo que 

es correcto o no, pero también es indispensable para el goce del derecho a la vida. El derecho a 

morir dignamente es un derecho autónomo, independiente pero relacionado con la vida y otros 

derechos. No es posible considerar la muerte digna como un componente del derecho a la 



autonomía, así como tampoco es dable entenderlo como una parte del derecho a l vida. 

Sencillamente, se trata de un derecho fundamental complejo y autónomo que goza de todas las 

características y atributos de las demás garantías constitucionales de esa categoría. Es un 

derecho complejo pues depende de circunstancias muy particulares para constatarlo y autónomo 

en tanto su vulneración no es una medida de otros derechos” (Corte Constitucional, T – 970 de 

2014).  

De acuerdo con lo anterior, este derecho le es aplicable a toda persona que en Colombia 

considere que no puede continuar prologando su existencia, aun si se trata de menores, pues el 

principio de dignidad humana no admite distinción etárea, como pasará a argumentarse a 

continuación.  

3. La eutanasia en niños, niñas y adolescentes colombianos.   

Como se indicó anteriormente el derecho a morir dignamente, no distingue de rango 

etáreo. Colombia al igual que otros países como Bélgica y Holanda han presentado avances en 

relación con la garantía de este derecho a los niñas, niñas y adolescentes. En el caso colombiano 

la Corte Constitucional estableció en la sentencia T – 544 del 2017, que los niños, niñas y 

adolescentes también tienen derecho a morir dignamente cuando padecen de una lesión o 

enfermedad terminal. Al respecto indico el alto tribunal que:  

“Revisado el tratamiento jurisprudencial del derecho a la muerte digna la Sala destaca que, en 

atención a su carácter fundamental, esta Corporación no ha efectuado distinciones o 

condicionamientos relacionados con la edad de los destinatarios del derecho. Por el contrario, 

las consideraciones expuestas se han centrado en destacar la especial relevancia que cobra la 

dignidad humana cuando un enfermo en fase terminal padece intenso dolores y sufrimientos, y 

como el sometimiento a estas circunstancias constituye un trato inhumano” (Corte 

Constitucional, T – 544 de 217).   



Si bien, el análisis jurisprudencial que ha realizado la Corte Constitucional se ha ceñido 

a casos en los que la eutanasia es solicitada por mayores de edad, ello no implica que exista 

una limitación del alcance que tiene el derecho a morir dignamente, cuando se trata de niños, 

niñas o adolescentes. Al respecto indica la Corte que 

“En efecto, considerar que solo son titulares del derecho los mayores de edad implicaría el 

desconocimiento de la jurisprudencia de esta Corporación en la que no se ha efectuado una 

distinción fundada en esa circunstancia, la violación del principio de interés superior de los 

niños, niñas y adolescentes previsto en el artículo 44 superior, y llevaría a admitir tratos crueles 

e inhumanos de los menores de edad, y la afectación de su dignidad” (Corte Constitucional, T 

– 544 de 2017).  

De acuerdo con este razonamiento, la limitación de edad no debería ser tenido en 

cuenta, cuando un niño quiere someterse voluntariamente a un procedimiento de eutanasia, 

pues ello sería condenarle a que se someta a condiciones indignas de vida, hasta que llegue a 

la edad que considere el legislador, apropiada para poder acudir a este derecho de morir 

dignamente. Ahora bien, no puede desconocerse que cuando se habla de niños, niñas y 

adolescentes existen algunas limitantes en relación con su capacidad jurídica. Sin embargo 

estas limitantes no implican que no puedan ser titulares de este derecho a morir dignamente. 

Por estas razones, el alto tribunal exhortó al Gobierno y al legislador para que adoptaran una 

legislación y una reglamentación que tuviera en cuenta las condiciones especiales que tienen 

los niños, niñas y adolescentes frente a la eutanasia.  

Como respuesta a ello, el Ministerio de Protección Social en el año 2018 promulgó la 

Resolución No. 825 “Por medio de la cual se reglamenta el procedimiento para hacer efectivo 

el derecho a morir con dignidad de los niños, niñas y adolescentes”. Esta resolución establece 

algunas situaciones particulares para cada rango de edad, con el fin de establecer la verdadera 

capacidad psíquica del menor ante la visión de la muerte. Así mismo mantiene la posición 



indicada por la Corte Constitucional relacionada con que este tipo de procedimientos solo 

pueden hacerse para aquellos menores que estén padeciendo una enfermedad terminal, y deben 

sujetarse a las mismas reglas que establece la Resolución 1216 de 2015, en especial a la 

valoración del Comité Interdisciplinario. El artículo 3º al respecto indica que menores no 

pueden solicitar el procedimiento eutanásico en los siguientes términos:  

“Artículo 3. Sujetos de exclusión de la solicitud del procedimiento eutanásico. Se excluyen de 

la posibilidad de presentar una solicitud de procedimiento eutanásico, las siguientes personas:  

3.1 Recién nacidos y neonatos.  

3.2 Primera infancia.  

3.3 Grupo poblacional de los 6 a los 12 años, salvo que se cumplan las condiciones definidas 

en el parágrafo del presente artículo.  

3.4 Niños, niñas y adolescentes que presenten estados alterados de conciencia.  

3.5 Niños, niñas y adolescentes con discapacidades intelectuales.  

3.6 Niños, niñas y adolescentes con trastornos psiquiátricos diagnosticados que alteren la 

competencia para entender, razonar y emitir un juicio reflexivo” 

El Ministerio de la Protección Social, hizo una excepción en los casos de menores de 6 

a 12 años, indicando en el mismo parágrafo de este artículo que excepcionalmente, este grupo 

etáreo podrían solicitar el procedimiento eutanásico, siempre que se compruebe que estos: “i) 

alcanzan un desarrollo neurocognitivo y psicológico excepcional que les permita tomar una 

decisión libre, voluntaria, informada e inequívoca en el ámbito médico, ii) su concepto de 

muerte alcanza el nivel esperado para un niño mayor de 12 años (...)” (Resolución 825 de 2018, 

art. 3).  

Ahora bien, si se analiza estas disposiciones con lo señalado por la Corte Constitucional, 

se puede concluir que esta no realiza distinciones en la edad, pues hace énfasis en que el 



derecho a morir dignamente de los niños, niñas y adolescentes en atención a principios como 

el interés superior del menor, a la dignidad humana, a la no discriminación, entre otros, más no 

refiere puntualmente que deba hacerse una distinción por rango de edad, como si lo hace el 

Ministerio de Protección Social en la Resolución 825 del 2018. En ese mismo sentido lo 

considera Ortega, a saber:  

“Revisado el tratamiento jurisprudencial del derecho a la muerte digna se destaca en la parte 

motiva de la sentencia T – 544 de 2017 que en atención a su carácter fundamental, la Corte 

Constitucional no ha efectuado distinciones o condicionamientos relacionados con la edad de 

los destinatarios del derecho. Por el contrario, las consideraciones expuestas se han centrado en 

destacar la especial relevancia que cobra la dignidad humana cuando un enfermo en fase 

terminal padece intensos dolores y sufrimientos, y cómo el sometimiento a estas circunstancias 

constituye un trato inhumano” (Ortega, 2015, p. 51).  

No obstante a ello, el Ministerio de la Salud y de la Protección Social consideró que 

dicha limitación de edad era necesaria para garantizar que la decisión sea tomada de manera 

consciente y con pleno conocimiento y autonomía del menor. De ahí que considere que para 

que una decisión de este talante pueda considerarse como racional se requiere que el menor 

tenga: i) la capacidad de comunicar dicha decisión, ii) la capacidad de entender las 

consecuencias de esta, iii) la capacidad de razonar las causas de esta decisión y, iv) la capacidad 

de juicio. Cumplidas estas condiciones, la mencionada Resolución indica que se podrá acceder 

al procedimiento eutanásico de menores así:  

• Solicitud de adolescentes: El adolescente que tenga enfermedad o condición terminal 

y que presente sufrimiento constante que no pueda soportar y que no pueda ser aliviado 

con cuidados paliativos, podrá solicitar a su médico la práctica del procedimiento 

eutanásico.  



• Una vez es recibida dicha solicitud el médico que tiene a cargo el caso del adolescente 

debe informar a quien ejerza la patria potestad sobre el menor, así como la posibilidad 

de que el menor pueda acudir a cuidados paliativos.  

• Así mismo el médico deberá convocar al equipo interdisciplinario para tomar las 

decisiones a que hubiere lugar en relación con la solicitud del adolescente.  

• En caso de ser aceptada dicha solicitud, el médico deberá ejercer el proceso eutanásico 

dentro de los quince (15) días siguientes (Ministerio de Salud, 2018, art. 8).  

A la fecha esta es la Resolución es la que rige el proceso eutanásico en menor en 

Colombia. Aunque se considera que ésta es un gran avance en la protección del derecho a morir 

dignamente, la exclusión en cuanto a la edad vulnera o desconoce el derecho a morir 

dignamente de aquellos menores de doce (12) años, que solo podrían acceder a dicha 

posibilidad cuando cumplan con la edad enunciada por el legislador.  

A manera de ejemplo, si un niño de cinco años padece de alguna enfermedad terminal, 

debería continuar con ésta hasta su deceso natural con los sufrimientos que ello implica o 

esperar a cumplir la edad indicada por el legislador en la Resolución No. 825 de 2018 para 

poder solicitar el procedimiento eutanásico. Ello obligaría al menor que deba convivir con el 

sufrimiento que le causa su enfermedad hasta cumplir la edad reglamentaria, lo cual se 

considera contrario a los preceptos indicados por el constituyente en relación con la protección 

integral del menor.  

Al respecto basta decir que los niños y niñas que están en el periodo de los 6 a los 10 

años e incluso antes de esa edad, ya tienen formada una idea de lo que es la muerte y sus 

implicaciones, es decir tienen capacidad de discernimiento frente a la misma. En ese sentido lo 

indica la Kübler indica que el concepto de muerte en los niños es un tema espiritual, y que es 

mucho mas acentuado en aquellos que padecen una enfermedad terminal, a saber:  



“Hay multitud de pruebas que los niños tienen un conocimiento interno de la muerte. Cuando 

comencé a desempeñar mi profesión, como médica rural en Suiza, visité muchos niños con 

tumores, enfermedades cardiacas, leucemia y otras dolencias que implican riesgo de muerte.  

(...) Las personas dudan de que sus hijos sean conscientes de que padecen una enfermedad 

terminal, deberían mirar los poemas o dibujos que éstos hacen durante su enfermedad, o incluso 

meses antes de que se les diagnostique”. (Kübler, 2015, p. 125) 

Así mismo lo considera Alba (2007) cuando señala que “los niños alcanzan un 

entendimiento de los conceptos de enfermedad y muerte en diferentes etapas a través, de un 

proceso personal que depende de su nivel evolutivo y madurez cognitiva, más que de su edad 

cronológica”. El acceso a las nuevas tecnologías de la información, el avance en el 

conocimiento científico, y sobre todo la exposición del menor a una enfermedad terminal hacen 

que el menor tenga una idea de la muerte, aun antes de los seis años. En relación con ello Alba 

indica que este concepto de muerte se ve reforzado con  

“(...) el conocimiento maduro del concepto de muerte el cual depende de las habilidades 

cognitivas del niño, de las experiencias previas y de factores socioculturales, así como de las 

actitudes de sus padres hacia la muerte y su capacidad de hablar abiertamente sobre ella”. (Alba, 

2007, p. 928)  

De acuerdo con lo anterior es claro que los niños y niñas que son menores de seis (6) 

años conocen las implicaciones que tiene la muerte y las consecuencias de su decisión. En ese 

sentido, tienen capacidad para tomar una decisión libre y consciente de optar por el proceso 

eutanásico. Si bien es cierto, el desarrollo de los niños es paulatino, ello no implica que no 

tenga capacidad de tomar decisiones, más cuando se trata de su cuerpo y de su vida, y de evitar 

sufrimientos innecesarios, cuando conoce que el desenlace de esos sufrimientos es la muerte. 

En relación con la capacidad de tomar decisiones Niño (2019) indica lo siguiente:  



“Así pues, pensando en el derecho de los niños a participar y ser escudados, es importante 

recordar sobre qué aspectos pueden opinar y a quienes afectan con ello, por tanto, el ejercicio 

del poder que tienen los niños y niñas para hacer que sus opiniones sean tomadas en cuenta y 

para asumir de forma responsable sus consecuencias, deben observarse según su grado de 

madurez, contemplando asuntos que afectan sus vidas y la comunidad (...). Esta definición, hace 

gran énfasis en el grado de madurez y desarrollo conceptos ligados estrechamente con la 

autonomía progresiva del menor de edad y como está permite que el en sus diferentes etapas 

pueda actuar conscientemente y por decisiones propias”. (p.17) 

Así las cosas, el grado de madurez que tiene el niño (que en todo caso no se encuentra 

ligado con la edad), es lo que le permite tomar la decisión consciente de acceder a la eutanasia. 

Si bien es cierto, en Colombia la capacidad de los niños, niñas y adolescentes es limitada, ello 

no implica que no sean sujetos de derechos que merezcan la garantía de su derecho a morir 

dignamente, más cuando este derecho proviene de una decisión consciente. Es el entendimiento 

del menor el que da luces para evaluar si la decisión que toma de morir es libre, consciente y 

acorde con su situación. En ese mismo sentido lo indican Rodríguez, García, Pérez y Osuna 

(2016) a saber:  

“La edad es un requisito de carácter objetivo determinante para la concesión de la capacidad de 

actuación del menor. De hecho, el ordenamiento jurídico español, en la ley 41/2002, marca unos 

limites etarios para poder actuar válidamente en el ámbito sanitario, pero alcanzar la edad 

establecida para consentir no siempre resuelve el problema de la toma de decisiones por parte 

del menor. La base reside en la determinación de la madurez.  

En consecuencia, la madurez del menor constituye el pilar fundamental en el menor para 

determinar su competencia en la toma de decisiones que afecten su salud” (p.233) 

Es de extrañar que la eutanasia en niños, niñas y adolescentes no tienen esta misma 

restricción en el derecho comparado, como pasará a analizarse a continuación.  



4. La eutanasia en los casos de Bélgica y Holanda. 

Bélgica.  

En el año 2002, luego de que Holanda decidiera legalizar la eutanasia en menores, 

Bélgica adopta la Loi relativa à l’euthanasie, que descriminaliza la eutanasia en menores, bajo 

algunas circunstancias bien definidas. Dentro de estas condiciones se encuentra que la 

eutanasia sea solicitada por el menor de forma voluntaria y reiterativa, que su sufrimiento sea 

tal que no pueda ser aliviado, y que el menor padezca de una lesión o enfermedad terminal. Al 

igual que en Colombia, el médico al que se solicita el proceso eutanásico debe discutir otras 

opciones con el menor, para evitar adelantar la muerte (Dan, 2014). De acuerdo con Martins y 

Nunes (2015) los debates parlamentarios que se llevaron a cabo en Bélgica antes de 

promulgarse la ley que despenaliza la eutanasia en menores, se ciñeron a establecer cual era 

realmente la condición que debería primar cuando un menor solicita el procedimiento 

eutanásico.  

La conclusión a la que llegaron en dichos debates es que si bien es cierto la edad es un 

indicio de la capacidad de discernimiento del menor, no puede limitarse el derecho a morir 

dignamente, por cuanto cada caso particular de menores depende del grado de conocimiento y 

discernimiento que tenga éste o sus padres, lo cual no necesariamente implica un mínimo de 

edad. Por esta razón la eutanasia en menores en el caso de Bélgica no tiene limitación de edad. 

Así las cosas, en el caso de Bélgica, para que un menor pueda acceder al procedimiento 

eutanásico se deben cumplir los siguientes requisitos:  

• Que una vez un equipo psiquiátrico realice la valoración del menor, pueda llegar a la 

conclusión de cuenta con la capacidad de discernir las consecuencias de su decisión.  

• Que el menor que solicita el procedimiento eutanásico padezca de una lesión o 

enfermedad terminal, que lo llevará a una muerte segura y pronta.  



• Que dicha enfermedad le cause al menor, sufrimientos o dolores constantes e 

insoportables  

• Dicha solicitud debe ser solicitada por el menor con consentimiento de sus padres o de 

quien le represente legalmente.  

• La responsabilidad del médico que tiene asignado el caso del menor para que pueda 

tener la disponibilidad de realizar el procedimiento, brindando el respectivo 

acompañamiento médico y psicológico al menor y a sus familiares (Martins & Nunes, 

2015).   

De acuerdo con estos requisitos, Bélgica solo excepciona de este tipo de procedimientos 

a los menores que tienen enfermedades psiquiátricas, pues al no tener capacidad de 

discernimiento o presentar alteraciones en su conciencia, no podría entenderse que tienen 

capacidad de entender lo que implica el proceso eutanásico.  

Se considera que los criterios a los que acude Bélgica son de suma importancia, pues 

son objetivos y tienen en cuenta la decisión firme del menor de acceder al procedimiento 

eutanásico, que no necesariamente se circunscribe a la edad del menor. Lo que si se rescata del 

análisis de Bélgica en la eutanasia en menores es que tengan en cuenta las condiciones 

psiquiátricas del menor, pues es claro que de ello depende su grado de discernimiento. Evaluar 

este tipo de elementos hacen objetiva y plausible la decisión del menor, así como su valoración 

por el personal médico.  

Y puede que en muchos de estos casos, se llegue a la conclusión de que el menor no 

cuenta con el discernimiento para entender las consecuencias de su decisión, y se abstendrán 

de practica el procedimiento eutanásico, pero por lo menos tendrán una base objetiva para 

tomar dicha decisión o aplazar el procedimiento eutanásico a cuando se pueda comprobar que 



conoce realmente las consecuencias de éste, y no simplemente vedarán dicha posibilidad por 

no contar con una edad mínima como sucede en el caso colombiano.  

Holanda.  

En Holanda, la despenalización del homicidio por el procedimiento eutanásico se 

realizó en el año 2002, mediante la ley denominada “The Termination of Life on Reques and 

Assisted Suicide Act”. En esta ley se autorizó el procedimiento eutanásico para adultos, niños 

y adolescentes. Al igual que en Colombia, en el caso holandés la eutanasia en menores de 

dieciocho años opera en los siguientes casos:  

• Para menores que se encuentren entre los 12 – 16 años, siempre que logre comprobarse 

que cuentan con la capacidad de entender la situación y que cuenten con el 

consentimiento de los padres o de quien los represente legalmente.  

• Los menores de 16 – 18 años pueden solicitar el procedimiento eutanásico sin tener que 

solicitar el consentimiento de sus padres, aunque estos tendrán derecho a conocer y 

participar dentro de todo el proceso (Lampert, 2019).  

Holanda le da validez a las decisiones de estos dos grupos de menores, aun si estos han 

perdido la conciencia durante su tratamiento, siempre que haya dejado su manifestación por 

escrito antes de entrar en el estado de inconsciencia (Lampert, 2019). No obstante a que existe 

en la actualidad una limitación en la edad a la que se puede acceder al procedimiento 

eutanásico, la influencia del parámetro de discernimiento establecido por Bélgica ha impactado 

también a Holanda.  

En el año 2019 el pediatra y profesor Eduard Verhagen propuso la creación de un centro 

especializado para la aplicación de la eutanasia a niños menores de doce (12) años que cumplan 

con algunas condiciones médicas particulares, la autorización de sus padres y lo más 

importante con el discernimiento suficiente para conocer la decisión que está tomando.  



De acuerdo a la experiencia de Bélgica, Holanda también esta reconsiderando lo 

absurdo que es la limitación del derecho a morir dignamente por la edad del menor, pues lo 

que realmente debe interesar al médico y a los familiares del menor, es la capacidad, 

razonabilidad y valoración que hace el menor en relación a su propia vida, y no solamente una 

consideración a su edad y desarrollo físico, pues ello sería condenarlo a vivir de forma indigna, 

hasta tanto cuente con la edad que indica la legislación para solicitar el procedimiento 

eutanásico.  

Discusión.  

De acuerdo con los antecedentes analizados, se puede decir que la eutanasia es la 

materialización del derecho a morir con dignidad. La jurisprudencia de la Corte Constitucional 

ha sido la precursora del desarrollo de este derecho y ha generado espacios de discusión de los 

casos en los que debe proceder el procedimiento eutanásico. Con ello se moduló la penalización 

del homicidio en casos particulares. Desde el año 1997, la Corte sentó como precedente que el 

médico tratante de un enfermo terminal que ha decidido dar por terminada su vida, de manera 

voluntaria y consciente de la decisión que está adoptando, podrá asistirlo sin que ello le sea 

imputado ningun tipo de responsabilidad penal.  

La base sobre el que la Corte desarrolla sus parámetros jurisprudenciales es el principio 

de dignidad humana, que implica que toda persona tiene derecho a vivir dignamente, es decir 

sin que sea sujeto a tratos crueles o inhumanos, o sin tener la posibilidad de desarrollar su 

proyecto de vida. De la jurisprudencia analizada, se puede concluir que la Corte Constitucional, 

ve en la vida digna el medio de concreción de todos los derechos reconocidos en la Constitución 

Política de 1991. De acuerdo con ello, cuando existe una disociación entre la formula vida 

digna, la vida no tiene el mismo valor, pues considerar que debe mantenerse la vida, aun cuando 



la misma sea indigna, seria equivalente a que todos somos instrumentos de vida y no seres 

humanos.  

Bajo estas premisas, la Corte decanta como parte de los derechos fundamentales el 

derecho a morir dignamente, aplicable a aquellas personas que padecen de una enfermedad 

terminal, y que a causa de ésta se ven sometidos a dolores y sufrimientos constantes e 

inevitables. Con base en este derecho fundamental, los médicos pueden práctica el proceso 

eutanásico a quien lo solicita, siempre que cumpla con las condiciones enunciadas 

anteriormente. Ahora bien, la Corte Constitucional en el desarrollo de este derecho a morir 

dignamente no señaló ningún límite de edad para el goce de este derecho. Por el contrario, 

indica que este es una garantía que la que tienen derecho todas las personas, tanto adultas como 

menores.  

En el caso de los menores, señala la Corte que el derecho a morir dignamente se 

cimienta en el principio del interés superior del menor, que conmina a las autoridades del 

Estado y a la sociedad en general a proteger y garantizar los derechos fundamentales del menor, 

aún si estos implican respetar su derecho a morir dignamente, cuando esta siendo sometido a 

dolores y sufrimientos que se asemejan a la tortura, sin importa la edad que tenga el menor.  

Aún cuando la Corte es clara en relación con este planteamiento, el Gobierno al regular 

el procedimiento eutanásico en los niños, niñas y adolescentes puso como limitante para 

acceder la edad de 6 y 12 años, de acuerdo con cada caso particular, desconociendo lo señalado 

por la Corte Constitucional en relación con no limitar el derecho a morir dignamente en ningun 

rango etáreo.  

Ahora si se analiza los casos de Bélgica y Holanda se puede determinar que se 

mantienen los mismos requisitos en cuanto a la situación de paciente con enfermedad terminal 

del menor, pero en vez de acudir a un criterio de edad, las decisiones de realizar o no un 



procedimiento eutanásico se ciñe más al análisis de la capacidad de discernimiento del menor. 

Ello es palpable en el caso de Bélgica desde el año 2002 y esta siendo discutido en Holanda. 

Este criterio de discernimiento y conocimiento se considera válido para limitar el acceso a la 

eutanasia cuando se trata de niños, niñas y adolescentes, pues es objetivo.  

La objetividad de este tipo de análisis radica en que se valora el conocimiento del 

menor, su capacidad de conocer las consecuencias de su decisión, de las demás opciones en 

cuidados paliativos que tiene, entre otros elementos. Y con base en este análisis se toma la 

decisión que considere el equipo psiquiátrico. Este tipo de análisis que no tienen en cuenta la 

edad del menor, más si su capacidad de análisis de la situación materializa su derecho a morir 

dignamente, pues aun cuando tenga cualquier edad, puede solicitar ello. Con el solo hecho de 

que tenga esa posibilidad real de que sean tenidas en cuenta sus decisiones se esta garantizando 

su derecho a morir dignamente.  

No sucede lo mismo en Colombia, pues con la limitación étarea que trae la Resolución 

No. 825 de 2018, además de desconocer el núcleo esencial del derecho a morir dignamente y 

contrariar el análisis que realiza la Corte Constitucional, conmina a que el niño que desea morir 

con dignidad espere hasta la edad permitida para poder solicitar el proceso eutanásico, 

obligándolo a vivir con los padecimientos y sufrimientos que le produce su enfermedad, o a 

esperar que llegue la muerte natural. De acuerdo con ello, se considera que el legislador debe 

tener en cuenta las particularidades que tiene este tipo de procedimiento y adoptar el criterio 

de discernimiento antes que el de edad, para garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes 

su derecho a morir dignamente.  

Conclusiones  

El homicidio en Colombia es sancionado por la legislación penal, aun cuando este se 

realiza con fines altruistas o piadosos. Aún con ello la Corte Constitucional desde el año 1997, 



despenalizó el homicidio en pacientes con enfermedades terminales, mediante el proceso 

eutanásico, fijando para ello criterios especiales y situaciones particulares en que ello es 

procedente, siendo el común denominador que solo podrán tener acceso a este derecho quienes 

padezcan enfermedad terminal, que no pueda ser tratada, y que indefectiblemente conllevará a 

la muerte del paciente.  

En el año 2017, la Corte Constitucional extendió esta posibilidad a los niños, niñas y 

adolescentes. El fundamento al que acudió la Corte Constitucional es que los niños, niñas y 

adolescentes deben ser protegidos de toda forma de trato cruel o indigno, y que es deber de las 

autoridades salvaguardarlos de cualquier tipo de violencia que implique desconocimiento de 

sus derechos, incluso si ello implica acceder a realizarle la eutanasia cuando así lo solicita el 

menor.  

La Corte Constitucional en dicha ocasión señaló que el derecho a morir dignamente es 

aplicable a toda persona en Colombia, e incluso a los niños, niñas y adolescentes, con las 

limitaciones que implica su capacidad. Sin embargo, una vez analizada la reglamentación de 

este derecho en la Resolución No. 825 de 2018 proferida por el Ministerio de Salud, este 

derecho solo fue reconocido para los niños mayores de 12 años y excepcionalmente para 

quienes se encuentren entre los 6 y 12 años. Ello quiere decir que quienes tengan menos de 6 

años, no pueden tener derecho al proceso eutanásico, aun si padecen de los dolores de una 

enfermedad terminal.  

El fundamento al que acude el Gobierno para limitar el acceso a este derecho es que los 

menores de 12 y en todo caso los menores de 6 años no tienen el grado suficiente de 

conocimiento del concepto de muerte, y que por ende no puede considerarse sus decisiones 

como tomadas con plena conciencia. Ahora bien, revisados el caso de Holanda y Bélgica, se 

pudo determinar que aunque se mantienen los mismos criterios de que se trate de un niño, niña 



o adolescente que padece de enfermedad terminal y que no pueda ser tratada con cuidados 

paliativos. 

Sin embargo llama la atención que en el caso de Bélgica no existe restricción de edad 

para poder acceder a la eutanasia, y en Holanda aunque se mantiene la restricción de acceder a 

este procedimiento a los mayores de 12 años, actualmente se esta discutiendo la posibilidad de 

levantar esta restricción. En ambos casos, la razón que lleva a que no se limite la edad de 

acceder a la eutanasia, es a que se acude a un criterio objetivo de discernimiento y conocimiento 

del menor.  

Holanda y Bélgica reconocen que el desarrollo cognitivo de cada menor es distinto y 

depende de diversos elementos, y que la edad no puede ser el elemento o indicio de la 

objetividad con la que el menor toma su decisión. Por el contrario, consideran que esta 

objetividad y conocimiento depende de las razones que conllevan al menor a tomar esta 

decisión, y a la valoración de estas, por parte de un grupo psiquiátrico. Se considera que este 

análisis además de ser respetuoso del derecho a morir dignamente, le permite al menor expresar 

sus deseos de morir, y de no verse sometido a sufrir hasta su muerte los dolores y padecimientos 

que le generan su enfermedad.  

Para el caso colombiano, el panorama es distinto por cuanto con la regulación vigente 

el menor debe esperar para cumplir la edad reglamentaria para poder ver satisfecho su derecho 

a morir con dignidad, sin tener en cuenta que ello implica obligar al menor a vivir con los 

dolores que le produce su enfermedad hasta que se presente su deceso o hasta que cumpla la 

edad indicada por el legislador. Analizando las experiencias internacionales y las disposiciones 

normativas colombianas se puede concluir que la Resolución 825 de 2018 desconoce el núcleo 

esencial del derecho a morir con dignidad de los menores de doce (12) años, por cuanto no 



toma en cuenta su grado de discernimiento y les obliga a convivir con el sufrimiento a que se 

ven expuestos por padecer de una enfermedad terminal. 

De acuerdo con ello, se considera indispensable que el legislador adopte una nueva 

posición que materialice realmente el derecho a morir con dignidad de los niños, niñas y 

adolescentes y elimine las barreras etareas impuestas, y generé una nueva discusión 

parlamentaria que tome en cuenta las experiencias internacionales de Bélgica y Holanda, para 

adoptar el criterio de discernimiento y conocimiento del menor, y su edad.  
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